RIESGO EXCLUIDO DEL SEGURO/ La incursión en una causal de exclusión del amparo acordada expresamente por los contratantes imposibilita por sí sola el pago de la póliza 
“Surge de tales pruebas que el vehículo de placas PFD 782 fue objeto de seguro contra el riesgo por pérdida total; también, que el señor Diego Fernando Zapata Patiño, quien lo conducía, no tenía inscrita su licencia de tránsito en el RUNT para la fecha en que acaeció el accidente que produjo los daños al referido automotor.

Acreditan además que la sociedad demandada asumió el riesgo de que se trata, siempre y cuando su conductor tuviera inscrita la licencia de conducción en la base de datos de los organismos de tránsito del país, porque de no ser así, quedarían excluidos los amparos contratados.”
“Los argumentos del recurrente para justificar la falta de inscripción de la licencia de conducción en el RUNT no pueden ser acogidos, toda vez que desconocen las cláusulas generales del contrato de seguro, en una de las cuales las partes acordaron que de darse aquel evento, ello sería causal suficiente para negar el pago del seguro, sin que se haya estipulado ninguna excepción y por ende, con independencia de los motivos por los que se omitió hacerlo y de la buena o mala fe con que haya actuado el asegurado.”
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 21 de abril de 2015 -rad. 11001310302320070060002-.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, agosto diecinueve (19) de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 388 de 16 de agosto de 2016
Expediente No. 66001-31-03-001-2012-00073-01

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, el 15 de diciembre de 2014, en el proceso ordinario promovido por Jorge Iván Zapata Madrid contra Royal & Sun Alliance Seguros Colombia S.A. 
I    ANTECEDENTES


1.- Con la acción instaurada pretende la parte actora, se condene a la sociedad demandada a pagarle las siguientes sumas de dinero: a) $55.220.000 correspondiente a la indemnización por pérdida total por daños de la camioneta  marca Toyota, de placa PFD 782; b) el equivalente a tres salarios mínimos diarios legales vigentes con motivo de los gastos de transporte diario, hasta por 30 días; c) igual suma, por el mismo concepto, desde el 27 de enero de 2011 cuando declinó el pago del siniestro hasta cuando cumpla su obligación; d) los intereses de mora a la tasa máxima legal autorizada por cada uno de los anteriores rubros y e) las que correspondan a las costas del proceso.
2.- Los hechos en que se sustentan esas pretensiones pueden resumirse así:

2.1 El 19 de noviembre de 2010 la sociedad Royal & Sun Alliance Seguros Colombia S.A. expidió la póliza especial de automóviles No. 23587 al tomador y asegurado Jorge Iván Zapata Madrid, mediante el pago de una cuota única.

2.2 El 9 de diciembre del mismo año, cuando el señor Diego Fernando Zapata Patiño, hijo del demandante, se dirigía a su finca ubicada en El Águila, Valle, fue interceptado por cinco encapuchados con el fin de hurtarle la camioneta amparada por la póliza mencionada; aquel, con el fin de impedir el ilícito, maniobró el vehículo en forma brusca y este rodó aproximadamente 120 metros, hasta llegar a una cañada; hecho del que se dio aviso a la aseguradora que al otro día se hizo presente, cuando ya se habían hurtado algunas partes del referido automotor; se lo llevó y ni paga el siniestro, ni lo devuelve.
2.3 El conductor exhibió su licencia de conducción 1100349 de tercera categoría, tramitada hace más de trece años, pero la aseguradora objetó la reclamación aduciendo que ese documento no aparecía inscrito en el RUNT y que es apócrifo, lo que no es cierto ya que registraba varios comparendos por distintas infracciones que fueron cancelados de acuerdo con los paz y salvos que adjunta.
2.4 Como no hubo poder humano para que tal licencia apareciera en el RUNT, el señor Diego Fernando Zapata Patiño se vio en la necesidad de tramitar una nueva, pues la “vieja” solo aparecía en la cuenta del SIMIT para hacer efectivas las multas por las infracciones de tránsito.

2.5 La demandada se niega a pagar la indemnización por pérdida total por daños y gastos de transporte porque la licencia del conductor no estaba inscrita en el RUNT, sistema creado por el Estado y que en vez de ordenar las bases de datos, lo que ha hecho es crear traumatismos en el registro que maneja.
3.- Por auto del 16 de marzo de 2012 se admitió la demanda.

4.- Trabada la relación jurídica procesal, la sociedad demandada, por medio de apoderado judicial, dio respuesta al libelo. Aceptó algunos hechos de la demanda y respecto de los demás dijo que no le constaban; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó. “EN EL PRESENTE CASO SE HA CONFIGURADO LA EXCLUSIÓN RELATIVA A LA AUSENCIA DE REGISTRO DE LA LICENCIA DE CONDUCCION EN LAS BASES DE DATOS DE LAS AUTORIDADES DE TRÁNSITO DEL PAÍS”, “PERDIDA DEL DERECHO A CUALQUIER INDEMNIZACIÓN POR PRESENTACIÓN DE DOCUMENTOS FALSOS EN LA RECLAMACIÓN”; “INEXISTENCIA Y/O SOBREESTIMACIÓN DE LOS PERJUICIOS SOLICITADOS” y “COBRO DE MÁS DE LO DEBIDO: EXISTENCIA DE DEDUCIBLE”.

5.- De esas excepciones se dio traslado a la parte demandante, que no se pronunció; luego se realizó la audiencia que desarrolla el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, dentro de la cual se declaró fracasada la conciliación; se agotaron las demás etapas previstas por esa disposición y se decretaron pruebas; practicadas estas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon.

II    SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se dictó el 15 de diciembre de 2014. En ella se declaró probada la excepción propuesta por el demandado y que denominó exclusión relativa a la ausencia de registro de la licencia de conducción en las bases de datos de las autoridades de tránsito del país y declaró imprósperas las pretensiones de la demanda. El actor fue condenado a pagar las costas del proceso.

Para decidir así, encontró el juzgado probada la existencia del contrato de seguro y la satisfacción de sus elementos esenciales. Luego se dedicó a analizar la excepción que al efecto declaró probada y halló que una de las exclusiones al riesgo asegurado era la de no tener el conductor su licencia de conducción inscrita en las bases de datos de las autoridades de tránsito del país y fue eso lo que aconteció en el caso concreto respecto de la del señor Diego Fernando Zapata Patiño de acuerdo con el análisis probatorio y normativo que al efecto hizo.
III   APELACIÓN

1.- El apoderado de la parte demandante, inconforme con el fallo lo impugnó. En el escrito por medio del cual lo sustentó, repitió varios de los hechos de la demanda y luego de transcribir la cláusula de exclusión que dio lugar a que el juzgado declarara probada la excepción de fondo que al respecto propuso la parte demandada, adujo que ni el actor, ni el conductor de la camioneta obraron de mala fe; que la licencia de tránsito del último registra varios comparendos por infracciones a las normas de tránsito, lo que demuestra que no se trata de documento apócrifo; explica la forma cómo obtuvo la licencia de conducción el señor Diego Fernando Zapata Patiño, su hijo, época para la cual no existía una entidad del Estado que les pusiera orden y eran entregadas por los candidatos a cargos de elección popular como forma de cautivar electores; cuando a las Secretarias de Tránsito se les agotaban “los plásticos” para plasmarlas, acudían a otra cercana  que les proveía el formato;  la del citado señor fue expedida en Cartago con “plástico o código” de la Secretaría de Tránsito de Florida, Valle; como el mismo señor estaba recién llegado del exterior, ignoraba que debía registrarla ante el RUNT; para la fecha del siniestro, ese sistema se encontraba “en pañales”, apenas se estaban haciendo campañas pedagógicas sobre su aplicación y esa es la razón por la que no aparece inscrita; “y por no existir ese tipo de controles por parte del Estado, esta carga no se le puede trasladar al ciudadano”.
Solicita se revoque el fallo y se acceda a las pretensiones. De serle adverso, sin que implique reconocimiento de derecho alguno, pide, se condene a la demandada a pagar el valor de las partes hurtadas del vehículo, que fueron avaluadas en la suma de $17.700.000 y se le haga entrega de la camioneta “como salvamento del siniestro”.
2.- En esta sede formuló alegatos la sociedad demandada. En extenso escrito afirmó, en resumen, que ninguna de las objeciones a la sentencia de primera instancia, propuestas por el actor, está llamada a prosperar porque se configuró la causal de exclusión en que fundamentó la excepción de fondo que se declaró probada, pues el asegurador, de acuerdo con el artículo 1056 del Código de Comercio, puede limitar los riesgos a que está expuesta la cosa objeto del contrato; esa causal de exclusión se definió como un hecho objetivo, con independencia de que el tomador, asegurado  o beneficiario conocieran tal circunstancia o actuaran de buena o mala fe.
Agregó que el artículo 8 de la ley 769 de 2002 creó el Registro Único Nacional de Tránsito, el que debía coordinar de manera obligatoria toda la información existente en los organismos de tránsito del país, entre otros temas, en lo relativo a las licencias de tránsito expedidas y vigentes; con fundamento en su análisis probatorio, concluyó que el conductor del vehículo siniestrado no tenía registrada su licencia de tránsito en el RUNT, tal como lo certificó esa entidad; que al reclamar el valor del seguro, se aportó una certificación expedida por la Secretaría de Tránsito y Transporte de Florida, Valle, pero su validez se desvirtuó con constancia de la misma secretaría en la que se expresa que no se encuentra inscrita en la base de datos de esa dependencia y que la referida certificación no fue emitida por ese despacho. Así, deduce que la licencia de tránsito del señor Diego Zapata Patiño no se encontraba registrada en el RUNT para la fecha del siniestro, ni ante alguna autoridad de tránsito del país, lo que hace más diciente la falta de autorización para transitar por sus carreteras. Expresó también que el actor perdió el derecho cualquier indemnización porque presentó documentos falsos en la reclamación, tal como se pactó en el contrato de seguro.

Estima improcedentes las peticiones subsidiarias que se formularon al sustentar la apelación, porque no se plantearon en la demanda y por último critica la cuantía y naturaleza de las indemnizaciones reclamadas.
Solicita se confirme el fallo impugnado. 

IV   CONSIDERACIONES

1.- Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y ninguna causal de nulidad se observa que pueda hacer irritar la actuación.

2.- El Código de Comercio no define el contrato de seguro, pero con fundamento en los artículos que hacen parte del Título V, se ha dicho de aquel que es un negocio bilateral, oneroso, aleatorio y de tracto sucesivo por virtud del cual una empresa autorizada para explotar esta actividad, se obliga a cambio de una prestación pecuniaria, dentro de los límites pactados y ante la ocurrencia de un acontecimiento incierto cuyo riesgo ha sido objeto de cobertura, a indemnizar al asegurado el daño sufrido.

Tratándose de procesos en los que se pretende obtener el cumplimiento de un contrato de seguro, la primera labor del juez es la de establecer la responsabilidad en que incurrió la parte demandada y si es la llamada a responder, tarea en la que se debe analizar la relación material que existe entre aquella y la parte demandante, para lo cual debe quedar plenamente acreditado la existencia del contrato entre ellos; su vigencia para la época en que acaecieron los hechos y si el riesgo que ampara comprende el perjuicio cuya reparación se reclama.

En este caso se satisfacen tales presupuestos. En efecto, la sociedad demandada fue llamada al proceso con fundamento en la póliza especial de automóviles No. 23587, otorgada por la compañía Royal & Sun Alliance Seguros Colombia S.A., en la que aparece como tomador, asegurado y beneficiario el señor Jorge Iván Zapata Madrid, que protege, entre otros, el riesgo por pérdida total por daños y hurto,  de la camioneta marca Toyota, de servicio particular y placa PFD 782, con vigencia desde el 19 de noviembre de 2010 hasta el mismo día del año siguiente
.  Tal vehículo, como se relató en los hechos de la demanda, sufrió daños que causaron su pérdida total, el día 9 de diciembre de 2010.
4.- Lo que constituye el verdadero objeto del debate es la objeción formulada por la compañía de seguros demandada, que por escrito del 27 de enero de 2011, dirigido al demandante, manifestó que no pagaría la indemnización con motivo del accidente que sufrió el citado automotor, al rodar por un abismo, cuando quien lo conducía trató de huir de unos delincuentes.

Argumentó que así procedía porque el conductor no registra licencia de conducción asociada a su cédula de ciudadanía, de acuerdo con las verificaciones que se hicieron en la base de datos de la Dirección General de Tránsito y Transporte Automotor del Ministerio de Transporte y en el sistema de consulta del RUNT, siendo esa una de las exclusiones aplicables a todos los amparos de la póliza
.

En el mismo escrito se expresó que la aseguradora objeta de manera parcial la solicitud de indemnización, porque la correspondiente al amparo de “Pérdida Parcial Hurto” sí va a ser atendida.

5.- Obran en el proceso, además de las pruebas atrás referidas y entre otras, las siguientes:

5.1 El documento que contiene las condiciones generales del seguro de autos livianos particulares
, que consagra como exclusión, para todos los amparos, en el numeral 2.1.8: “CUANDO EL CONDUCTOR DESATIENDA LAS SEÑALES REGLAMENTARIAS O PREVENTIVAS DE TRÁNSITO, EXPEDIDAS POR EL GOBIERNO NACIONAL Y LOS ORGANISMOS DE TRÁNSITO, CONDUZCA A UNA VELOCIDAD QUE EXCEDA LA PERMITIDA, CAREZCA O NUNCA LE HAYA SIDO EXPEDIDA LA RESPECTIVA LICENCIA DE CONDUCCIÓN POR LA AUTORIDAD COMPETENTE O QUE LA MISMA NO SE ENCUENTRE REGISTRADA EN LAS BASES DE DATOS DE LOS ORGANISMOS DE TRÁNSITO DEL PAÍS, LA TUVIERE VENCIDA O SUSPENDIDA. ESTA EXCLUSIÓN NO APLICARÁ A LAS PÉRDIDAS QUE SE PRODUZCAN BAJO EL AMPARO DE PÉRDIDA TOTAL O PARCIAL POR HURTO”. 
5.2 Copias de dos licencias de conducción del señor Diego Fernando Zapata Patiño, expedidas por el Ministerio de Transporte; en una de las cuales no se menciona la fecha de expedición; la otra lo fue el 28 de julio de 2011
.
5.3 El testimonio del señor Diego Fernando Zapata Patiño, quien fue llamado a exhibir la licencia de conducción que portaba para los días 9 y 10 de diciembre de 2010, acto en el que afirmó que de ella hizo entrega a la Oficina de Tránsito de Florida, Valle, “entre los días 28 de julio de 2011, yo la entregué allá porque saque (sic) la nueva y la licencia nueva la tramite (sic) el 28 de julio de 2011 y me la entregaron el mismo día”. Entre otras cosas, también manifestó que esa licencia no quedó inscrita en el RUNT y agregó que “cuando yo estuve fuera del país salió un código de (sic) había que inscribir las licencias al Runt y yo nunca le puso (sic) cuidado porque la licencia no vencía y nunca un ente de transito (sic) me dijo su licencia esta (sic) mala…” No presentó el documento requerido, sino su licencia de conducción No. 76275000-8128325-4, expedida en la última fecha indicada
.
5.4 Oficio remitido por Analista Jurídica de la concesión RUNT S.A., en la que se indica que para los días 9 y 10 de diciembre de 2010, el señor Diego Fernando Zapata Patiño no contaba con licencia de conducción, según la información que arroja su base de datos; que el primer trámite para obtenerla se inició el 28 de julio de 2011 y se autorizó la expedición de la distinguida con el No. 8128325, categoría B1, pero en la actualidad se encuentra “inactiva” porque una persona no puede tener dos licencias de conducción de la misma categoría; por tanto, la más reciente es la que se encuentra “activa, distinguida con el No. 16234752, categoría B1-A2, expedida el 19 de julio de 2013

6.- Surge de tales pruebas que el vehículo de placas PFD 782 fue objeto de seguro contra el riesgo por pérdida total; también, que el señor Diego Fernando Zapata Patiño, quien lo conducía, no tenía inscrita su licencia de tránsito en el RUNT para la fecha en que acaeció el accidente que produjo los daños al referido automotor.

Acreditan además que la sociedad demandada asumió el riesgo de que se trata, siempre y cuando su conductor tuviera inscrita la licencia de conducción en la base de datos de los organismos de tránsito del país, porque de no ser así, quedarían excluidos los amparos contratados.
7.- Los argumentos del recurrente para justificar la falta de inscripción de la licencia de conducción en el RUNT no pueden ser acogidos, toda vez que desconocen las cláusulas generales del contrato de seguro, en una de las cuales las partes acordaron que de darse aquel evento, ello sería causal suficiente para negar el pago del seguro, sin que se haya estipulado ninguna excepción y por ende, con independencia de los motivos por los que se omitió hacerlo y de la buena o mala fe con que haya actuado el asegurado.

En tal forma se rinde tributo al artículo 1602 del Código Civil, según el cual, “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”.

De acuerdo con ese precepto, el vínculo que nace de la voluntad de las partes, impide que una de ellas pueda desconocer válidamente los términos del pacto; tal propósito solo se puede lograr por el acuerdo de quienes concurrieron a su celebración o cuando por causas legales se declare su resolución o anulación, de manera pues que de no producirse ninguna de esas condiciones, las partes de un contrato deben cumplirlo tal como lo acordaron. 

Trasladando los anteriores conceptos al caso concreto, puede decirse que la sola voluntad del demandante no permite dar a la cláusula de exclusión de que se trata, los alcances por el pretendidos y considerar que podía desconocerse por las razones que adujo cuando formuló la demanda y posteriormente, en el escrito por medio del cual formuló sus alegatos en esta sede.

Lo relacionado con la falsedad o autenticidad de la licencia de tránsito de quien conducía el vehículo siniestrado no será objeto de análisis en esta providencia, porque la sola falta de inscripción en el RUNT constituye causal suficiente para que la aseguradora objetara el pago de la indemnización que se le reclamó.

Tampoco resulta posible acceder a la petición que elevó al sustentar la apelación, en el sentido de condenar a la sociedad demandada a pagar el valor de las partes hurtadas del vehículo asegurado y que avaluó en la suma de $17.700.000 y a la entrega del automotor, porque se trata de pretensiones que no fueron planteadas en la demanda y respecto de las cuales la aseguradora no ha tenido oportunidad de defenderse.

Proceder en la forma como lo propone el recurrente sería desconocer el principio de la congruencia de las sentencias que consagra el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil y respecto del cual ha dicho la Corte Suprema de Justicia:


“Quiere decir que validada la suficiencia del texto de la demanda, mediante su admisión, y concedida la oportunidad de contradecir a aquellos contra quienes se dirige, no puede el funcionario dirimir la disputa por fuera de los lineamientos que le imponen las partes, ya sea al hacer ordenamientos excesivos frente a las expectativas de éstas, al dejar de lado aspectos sometidos a su escrutinio o al resolver puntos que no han sido puestos a consideración, salvo cuando procede en estricto cumplimiento de las facultades oficiosas conferidas por la ley. 

Al respecto la Corte en SC del 9 de diciembre de 2011, rad. 1992-05900, dijo que

El principio dispositivo que inspira el proceso civil, conduce a que la petición de justicia que realizan las partes delimite la tarea del juez y a que éste, por consiguiente, al dictar sentencia, deba circunscribir su pronunciamiento a lo reclamado por ellas y a los fundamentos de hecho que hubieren delineado, salvo el caso de las excepciones que la ley permite reconocer de oficio, cuando aparecen acreditadas en el proceso (…) Sobre el particular, la Sala ha sido insistente en que “(…) son las partes quienes están en posesión de los elementos de juicio necesarios para estimar la dimensión del agravio que padecen, con el fin de que sobre esa premisa restringente intervenga el órgano jurisdiccional, a quien le está vedado por tanto, sustituir a la víctima en la definición de los contornos a los que ha de circunscribirse el reclamo y por tanto ceñirse la sentencia, salvo que la ley expresamente abra un espacio a la oficiosidad (…) Al fin y al cabo, la tarea judicial es reglada y, por contera, limitada, no sólo por obra de la ley, sino también con arreglo al pedimento de las partes” (Cas. Civ., sentencia del 22 de enero de 2007, expediente No. 11001-3103-017-1998-04851-01) … En este escenario, el principio de congruencia establecido en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil impide el desbordamiento de la competencia del juez para resolver la contienda más allá de lo pedido por las partes (ultra petita), o por asuntos ajenos a lo solicitado (extra petita) o con olvido de lo que ellas han planteado (citra petita). En caso de presentarse tal descarrío, su ocurrencia puede denunciarse en casación a través de la causal segunda prevista en el artículo 368 ibídem, pues, valga decirlo, una sentencia judicial de esos contornos agravia súbitamente a la parte que actuó confiada en los límites trazados durante el litigio, toda vez que al ser soslayados por el juez al momento de definirlo, le impiden ejercer a plenitud su derecho a la defensa.”
 . 

V    CONCLUSIONES Y DECISIÓN

Se confirmará el fallo impugnado y se condenará a la parte demandante a pagar las costas causadas.

No se fijarán agencias en derecho en esta sede, porque para la mayoría de la Sala debe aplicarse el Código General del Proceso que ya no ordena hacerlo así.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, el 15 de diciembre de 2014, en el proceso ordinario promovido por Jorge Iván Zapata Madrid contra Royal & Sun Alliance Seguros Colombia S.A. 

SEGUNDO: Costas en esta instancia a cargo del demandante, a favor de la sociedad demandada.

Notifíquese, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


(Con salvamento parcial de voto)
DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, agosto 19 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Magistrado Ponente
: Claudia María Arcila Ríos

Expediente No.
        
: 66001-31-03-001-2012-00073-01

Proceso          

: Ordinario

Demandante  
      
: Jorge Iván Zapata Madrid

Demandado            
: Royal & Sun Alliance Seguros Colombia S.A.

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en esta misma fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso al demandante.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada

� Folio 18, cuaderno No. 1


� Folios 43 y 44, cuaderno No. 1


� Folios 20 a 33 y  72 a 93, cuaderno No. 1


� Folio 37, cuaderno No. 1


� Folios 3 a 6, cuaderno No. 2


� Folio 53, cuaderno No. 2


� Sala de Casación Civil, sentencia del 21 de abril de 2015, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, expediente 11001-31-03-023-2007-00600-02 �


� Ver por ejemplo autos AC001-2016, del 12 de enero de 2016, MP. Dr. Ariel Salazar Ramírez, radicación No. 08001-31-03-013-2013-00317-01 y ACO66-2016, del 15 de enero de 2016, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, radicación No. 110 01-31-03-004-2013-00052-01 ���
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